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1. INTRODUCCIÓN 

El sentido primario del concepto de competencia’ 
es el que corresponde a su uso el contexto de la aplica- 
ción de criterios de validez. En este contexto se consta- 
ta que en el acto de establecimiento de una norma se ha 
infringido una regla de competencia. Por esta razbn, en 
su sentido primario el concepto de competencia forma 
parte del fundamento de la invalidación de una norma 
jurfdica, sin necesidad que la norma impugnada se en- 
cuentre en una situación de conflicto con otra norma, 
distinta de la regla de competencia que sirve de base 
para justificar su invalidación. 

Pero, el concepto de competencia puede desempe- 
ñar ademas una función como criterio de solución del 
conflicto en que pueden encontrarse otras dos normas. 
Esta consideración del concepto de competencia como 
criterio de solución de un conflicto de normas aún no 
se encuentra generalizada entre nosotros, tanto en lo 
que respecta a la teorfa general del derecho como a la 
doctrina constitucional. En contraste con la doctrina 
española*, entre nosotros la teoría de la solución de 
conflicto de normas (internas) sigue apegada al uso de 
los tres criterios tradicionales de solución de conflic- 
tos -jerarquía, temporalidad, especialidad-, mante- 

(‘1 Quiero agradecer en este lugar a la Profesora de Derecho 
Constitucional y Ministro del Tribunal Constitucional. dofla Luz 
Bulnes Aldunate, y al Profesor de Derecho de Constitucional e 
Introducci6n al Derecho. don Pablo Ruiz-Taglc Vial, por los co- 
mentarios crIticos que formularon a un primer borrador de esta 
ponencia. 

’ Por “competencia” en un sentido amplio se puede entender: 
(a) las condiciones habilitantcs relativas al sujeto que realiza actos 
con significado normativo (competencia personal), (b) las condi- 
ciones habilitan& relativas al procedimiento conforme al cual se 
realiza actos con significado jurldico (competencia formal) y (c) 
las condiciones habilitantes relativas al contenido del uto con sig- 
nificado normativo (competencia material) (así, ROSS. Alf, Sobre 
los concepros de “Esrudo” y “drganos del Estado” en derecho 
consrirucional, en del mismo: El concepto de validez y owos ensa. 
yos. Mdxico. 1993. pág, 89). En adelante se entender8 por “compe- 
tencia” s-510 el tercer sentido indicado. Entre nosotms, este es el 
sentido usualmente asignado al termino en el contexto de la regu- 
laci6n de la potestad jurisdiccional (Ara. 108 a 205 del Código 
Orgknico de Tribunales), pero nada obsta a entender su uso al 
anfdisis de cualquier otra potestad pública. como lo demuestra su 
uso en el Art. 7’ de la Constitucibn de 1980. 

1 Por ejemplo, BALAGUER CALLW~N. Francisco Fueres del 
Derecho. Tomo 1. Madrid 1991, p8gs. 141 y SS.; Ignacio de Otto, 
Derecho Conr~ifucionol. Barcelona. 1988, pdgs. 87 y SS. 

niendo su hegemonfa práctica el concepto de la jerar- 
quía normativa. 

Las páginas que siguen tienen por objetivo plan- 
tear los aspectos más relevantes que presenta la incor- 
poraci6n del principio de la competencia, como crite- 
rio de soluci6n de conflictos de normas en el 
ordenamiento jurfdico chileno. Con este propósito se 
efectuaran primero algunas consideraciones generales 
relativas al contexto constitucional (Secciones 2 y 3), 
a las relaciones entre el principio de la jerarqufa y el 
principio de la competencia (Sección 4) y a la distin- 
ción de clases de distribución de competencia (Sec- 
ción 5). El grueso de estas páginas corresponde al 
analisis de los distintos casos de aplicación del princi- 
pio de la competencia, como criterio de solución de 
conflictos de normas en el marco constitucionales chi- 
leno (Sección 6). Según se sostendra, estos casos son 
cuatro: uno simple y tres casos complejos. Por último 
(Sección 7) se plantearán brevemente cuatro proble- 
mas adicionales originados por la incorporación de la 
distribución de competencias normativas al ordena- 
miento constitucional chileno, para finalizar con un 
replanteamiento de la cuestión y una advertencia acer- 
ca del peligro de desarrollo de una ideologia jurídica 
antidemocrática bajo el ideal de la hegemonía del 
principio de distribución de competencia. 

2. LA HEGEMONfA DEL PRINCIPIO DE LA JERARQUfA 

COMO CRITERIO DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS 

ENTRE NORMAS JURfDICAS. 

La predominancia de principio de la jerarquia nor- 
mativa como criterio de resolución de antinomias no 
es casual. El principio de la jerarqufa es el criterio 
ordenador por excelencia de los sistemas jurídicos 
con pluralidad de potestades normativas organizadas 
centralizadamente, lo cual presupone la concurrencia 
de al menos una potestad -la ejercida directamente 
por el soberano- con todas las demas potestades. El 
principio de la jerarqufa asegura la supremacía del 
soberano en la medida en que hace de sus decisiones 
razones justifícatorias para la invalidación de las nor- 
mas establecidas por las demas potestades en caso de 
conflicto. Precisamente en la medida en que el princi- 
pio de la supremacia jertkquica es el sustituto moder- 
no del principio medieval de la supletoriedad, presu- 
pone la validez de la concurrencia de las potestades 
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relacionadas jerárquicamente. Estos eran Ios rasgos 
del sistema juridico chileno bajo las Constituciones de 
1833 y 1925. La legislación, como fuente soberana, se 
deflnia por el carácter ilimitado de su ámbito de com- 
petencia, lo que aseguraba su supremacfa jerlquica 
frente a las demás potestades normativas, a excepción 
de la potestad constituyente. De aquí que los casos 
prácticos más relevantes de conflictos de normas 
-Constitución VS. ley, ley VS. reglamento- hayan debi- 
do ser resueltos conforme al principio de la jerarqufa. 

Por cierto, la institución de la reserva de ley, esto 
es, el reconocimiento de un ámbito de competencia 
cuya regulación se reservaba a la potestad legislativa, 
implicaba la posibilidad de invalidar las normas sobre 
materias de ley establecidas en ejercicio de otras po- 
testades, aplicando como principio el de la competen- 
cia. Pero la utilidad de invocar el principio de compe- 
tencia en casos de conflictos de normas era 
insignificante, si dichos conflictos admitian solución 
tambien en favor de la ley por aplicación del principio 
de la jerarquía. Por lo demás, tratándose de conflictos 
de normas de obligatoriedad general, la aplicación del 
principio de la jerarquía era metodol6gica e ideológi- 
camente preferible para una jurisdicción constitucio- 
nal como la ejercida por la Corte Suprema, tan re- 
nuente a sostener su competencia como órgano de 
control de la constitucionalidad de forma de los actos 
del Poder Legislativo. 

Con la entrada en vigencia de la Constitución de 
1980/89 cambió la situación anterior. 

3. LA RELEVANCIA DEL PRINCIPIO DE LA COMPETENCIA 

EN LA CONSTITUCIÓN DE 1980. 

En la Constitución de 1980 solo se mantiene la 
prioridad incontrovertible del principio de la jerarquía, 
como criterio de solución de conflictos tratándose de 
un conflicto: el que se puede suscitar entre una norma 
constitucional y cualquier otra norma jurídica 3. En lo 
que respecta a las relaciones entre las normas legales 
y las demás normas jurídicas, o entre distintas normas 
jurídicas de rango no constitucional, bajo la Constitu- 
ción de 1980/89 ya no es incontrovertible la validez 
de la concurrencia de potestades normativas. Ello, 
porque: 

a. la Constitución de 1980/89 estableció -al menos 
en principio- límites el ámbito de competencia de 
la potestad legislativa (Art. 60 Const. Pol.), y ade- 
más identific6 materias especiales al interlor del 
ámbito de competencia de la potestad legislativa, 
cuya regulación requiere satisfacer requisitos pro- 
cedimentales especiales (materias de ley de 

3 Por cierto, tambih es posible que las reglas de competencia 
relativas al ejercicio de la potestad constituyente scan invocadas 
como razón para la invalidación de un acto que pretende alterar el 
texto autoritativo de la Constitucirh sin satisfacer tales reglas (al 
respecto, vid. infra. 4.~3). 

quórum especial, de ley orgánica constitucional y 
de ley de quórum calificado), y 

b. la Constitución de 1980/89 estableció -al menos 
en principio- potestades normativas de ejercicio 
autónomo respecto de la potestad legislativa, como 
lo es la potestad reglamentaria autónoma del Presi- 
dente de la República y, en términos más bien in- 
ciertos, tambien la asi denominada “potestad re- 
glamentaria de complementación” del Presidente 
de la República y las potestades normativas del 
Banco Central, del Consejo Nacional de Televi- 
sión y de los Tribunales Superiores de Justicia. 

Por otra parte, en la Constitución de 1980 las re- 
glas de distribuci6n del ambito material de competen- 
cia de las potestades normativas de los órganos del 
Estado aspiran a poseer una virtualidad práctico-jurí- 
dica más intensa que la aspiración evidenciada por las 
reglas constitucionales en el contexto de la Constitu- 
ción de 1923. La consagración de los principios de la 
vinculación directa a la Constitución (Art. 6”) y de la 
juridicidad de los actos del Estado (Art. 7”), asi como 
la previsión de un Tribunal Constitucional encargado 
del control abstracto ex ante de la constitucionalidad 
de la ley (Art. 82 NOS 1 y 2) y de los decretos supre- 
mos representados (At-t. 82 N” 6) y del control abs- 
tracto en post de la constitucionalidad de los decretos 
con fuerza de ley (Art. 82 N” 3) y de los decretos 
supremos (Art 82 No 12), hacen que el principio de la 
supremacía de la Constitución como norma haya ad- 
quirido un grado de institucionalización efectiva ma- 
yor que el que poseyó durante la mayor parte del 
tiempo de vigencia de la Constitución de 1925. 

4. RELACIONES ENTRE EL PRINCIPIO DE LA 

COMPETENCIA Y EL PRINCIPIO DE LA JERARQUfA. 

La relación entre los principios de la competencia 
y de la jerarquia se enuncia correctamente del si- 
guiente modo: el principio de la jerarquía puede tener 
aplicación a un conflicto de normas solo cuando la 
concurrencia de estas es válida conforme a las reglas 
que definen los ámbitos de competencia de las potes- 
tades normativas en cuyo ejercicio fueron estableci- 
das. Por lo mismo, la aplicabilidad de principio de la 
jerarquia supone que el conflicto de normas no es de- 
cidible aplicando el principio de la competencia. 

En otras palabras, para resolver cualquier conflic- 
to de normas que no involucre una norma constitu- 
cional como parte del conflicto, es indispensable re- 
solver primero -si es planteada- la cuestión de la 
validez de la concurrencia de las potestades normati- 
vas, en cuyo ejercicio fueron establecidas las normas 
que se encuentran en conflicto. Si se concluye que 
las potestades en cuestión no son válidamente concu- 
rrentes en razón de la materia, el conflicto debe re- 
solverse en contra de aquella norma que fue estable- 
cida con infracción a una regla de competencia 
respectiva. Si lo son, entonces la solución del con- 
flicto queda entregada a los demás criterios de solu- 
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ción de conflictos, entre los cuales se cuenta el prin- 
cipio de la jerarqufa. 

Por lo tanto, en el examen de un conflicto de nor- 
mas tiene prioridad la consideración del principio de 
la competencia. Con el fin de distinguir entre la fun- 
ción general del principio de competencia, como cri- 
terio de validez de una norma, y su función especifica 
en el contexto de una antinomia jurfdica de primer 
orden, resulta conveniente denominarlo en esta segun- 
da funcibn específica como “principio de la distribu- 
ción de competencia”. 

Antes de entrar a analizar la aplicación del princi- 
pio de distribuci6n de competencia, es necesario clari- 
ficar algunos problemas conceptuales que puede ori- 
ginar la afirmación de una distinción entre el 
principio de la competencia y el principio de la jerar- 
quia tal como la recién formulada. Es conveniente 
despejar estos problemas, ya que ellos podrían conspi- 
rar contra la aceptación arriba expuesta de las relacio- 
nes entre uno y otro principio. 

Por una parte, es usual considerar a la regla de 
competencia como una norma jerkrquicamente supe- 
rior a las normas establecidas en ejercicio de esa com- 
petencia. Conforme a esta concepción, la relación que 
existe entre la regla de competencia infringida y nor- 
ma establecida con infracción a ella es una antinomia 
entre ambas que se resuelve en favor de la regla de 
jerarquía superior. Toda invalidación por incompeten- 
cia sería, pues, en rigor, la solución de un conflicto 
mediante aplicación del principio de jerarquía. Esta 
tesis pareciera ser una pieza central de la teoría de 
Kelsen de la construcción escalonada de los sistemas 
dinamicos de norma4. 

Estas asunciones no parecen, sin embargo, que 
sean correctas en toda su generalidad. Al menos no 
son aplicables al control por parte del Tribunal Cons- 
titucional de la validez de las leyes de reforma consti- 
tucional (art. 82 N” 20 Const. Po].), y algo similar 
podrfa decirse, por ejemplo, del eventual control de la 
validez de las leyes tramitadas con infracción a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica del Congreso Nacional o 
de las leyes en general. 

Por otra parte, es usual considerar a todas las nor- 
mas pertenecientes a una jerarquía superior como re- 
glas negativas de competencia de las potestades norma- 
tivas de rango inferior. Asi. las reglas constitucionales 
delimitarfan negativamente el ámbito de competencia 
de la potestad legislativa, en tanto las primeras no 
pueden ser válidamente modificadas mediante el pro- 
cedimiento establecido para el ejercicio de la segun- 
da. Esta consideración es especialmente intensa tra- 
tándose de las normas sobre derechos fundamentales, 

4 KELSEN, Hans Reine Rechrslehre. 2a ed. (1960), seccibn 35. 
a). “La relación entre la norma que regula la creación de otra 
norma y la norma de ese modo creada puede ser representada en el 
cuadro espacial de la supra y subordinaci6n. La que regula 18 crea- 
ci6n es la norma superior. la creada en conformidad a ella es la 
inferior” (reimpresidn de 1992, Viena pág, 228). 

que por esta razón son doctrinariamente denominadas 
como “normas de competencias negativas”‘. 

La consideración de las normas de jerarqufa supe- 
rior como reglas de competencia tiene alguna plausi- 
bilidad en cuanto se refiere al caso en que se realiza 
un acto normativo, cuya pretensión explfcita es la de 
derogar, modificar o introducir nuevas disposiciones 
jurídicas de un rango determinado, sin que su realiza- 
ción satisfaga las reglas de cambio que validan dicha 
pretensión. Por razones de técnica normativa, esto tie- 
ne lugar en nuestro sistema jurfdico mediante decisio- 
nes, cuya finalidad es la de alterar determinados tex- 
tos autoritativos. En este sentido bien puede decirse 
que la existencia de la Carta Constitucional, es decir, 
de la Constitución como texto, constituye un criterio 
negativo de competencia de cualquier otra potestad 
jurfdica que no sea la constituyente, en la medida en 
que la alteración del texto constitucional está excluida 
del ámbito material de competencia de las demás po- 
testade@. 

Por el contrario, es incorrecto, o al menos te6rica- 
mente inconveniente, aplicar la misma consideración 
al caso de la derogación tácita o de la regulación com- 
plementaria de las normas de rango superior en virtud 
del establecimiento de normas de rango inferior. En 
estos casos, la consideración correcta es la de consta- 
tar una antinomia de segundo orden, es decir, un con- 
flicto entre el principio de la jerarqufa y el de la tem- 
poralidad o entre aquel y el de la especialidad’. 
Tratándose de la derogación tacita, la antinomia de 
segundo orden debe resolverse mediante la preferen- 
cia del principio de jerarquía frente al criterio crono- 
lógico. Tratándose de la regulación complementaria, 
la antinomia entre el criterio de la jerarquía y el crite- 
rio de la especialidad no tiene una solución clara. 
Considerar estos casos de antinomias de segundo or- 
den, como conflictos entre una regla de competencia y 
normas establecidas con infracción a ella, es incorrec- 
to o inconveniente. En primer lugar, porque tal consi- 
deración oscurece la estructura del problema en cues- 
tión. al desechar a priori cualquier relevancia del 
criterio de soluci6n de conflictos que se encuentra en 
pugna con el principio de la jerarqufa. Desde el punto 
de vista de la teorfa de las antinomias de segundo 
grado, semejante solución automfitica en favor del 
principio de la jerarquía podría ser admitida cuando 
se trata de un conflicto entre una norma previa de 
jerarqufa superior y una norma posterior de jerarquía 
inferior; pero es a todas luces inaceptable cuando se 
trata de un conflicto entre una norma general de jerar- 
quía superior y una norma especial de jerarqufa infe- 

5 Así, SHLINK-Pierotb Grundrechre-Stnatsrechr II. 12~ ed.. 
Heidelberg. 1996. pbgs. 22-23. 

= Lo que sucede en este caso es que la alteración del texto 
autoritativo respectivo (Carta Constitucional) es parte del 4mbito 
material de competencia de la potestad constituyente. En tanto no 
sean satisfechas las reglas que regulan el ejercicio de esta potestad. 
el acto en cuesti6n es invzilido o invalidable. Aquf no hay, en rigor, 
una antinomia resuelta en aplicacidn del principio de la jerarqula, 
sino mk bien una aplicación directa de reglas de competencia 
(vid. suprn. mm 5). 
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rior. Por lo demás, la consideración de estos casos 
como cuestiones de incompetencia desconoce el prin- 
cipio de que, en el contexto de una antinomia de pri- 
mer orden, la apelación al principio de la competencia 
excluye la apelación al principio de la jerarquía. Lo 
que caracteriza a las antinomias de primer y segundo 
grado es la validez de la concurrencia de los gmbitos 
de competencia de las potestades normativas involu- 
cradas en el conflicto. 

Finalmente, en lo que respecta a la consideración 
de las normas sobre derechos fundamentales como 
normas negativas de competencia, este es un recurso 
dogmático, cuya admisibilidad como excepción al cri- 
terio precedente se basa en el carácter especialísimo 
de estas normas, en tanto normas que establecen co- 
rrelativamente mandatos de acción negativa o de ac- 
ción positiva* cuyos destinatarios paradigmáticos son 
los órganos del Estado. 

5. CLASES DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIA. 

Desde el punto de vista de los efectos delimitado- 
res de competencia, la atribución de competencia pue- 
de ser conclusiva o exclusiva. 

Asigna una competencia con efecto conclusivo la 
regla que confiere taxativamente competencia normati- 
va a un órgano público, sin pronunciarse acerca de la 
concurrencia de otra potestad normativa pública a la 
regulaci6n de la misma materia. Este es el caso normal 
de atribución de competencia a los órganos públicos, 
conforme el principio del art. 7” C. Pol. Tiene una con- 
notación distributiva que afecta negativamente solo al 
órgano competente, en la medida en que, en principio, 
no es competente respecto de otros ambitos de regula- 
ción. Este efecto conclusivo es prima facie el rasgo 
caracteristico de la actual regla de competencia de la 
potestad legislativa (art. 60 C. Pol.: “Solo son materias 
de ley”), aisladamente considerada. 

Asigna una competencia con efecro exclusivo la 
regla que confiere a un órgano o procedimiento la 
competencia para regular una determinada materia, 
con exclusibn de cualquier otro órgano. Este es el 
caso, por ejemplo, de las reglas de reserva en sentido 
estricto, como lo son las reglas de reserva de ley re- 
forzada9. 

7 Sobre antinomias de segundo grado, Victoria ITURRALDE 
SESMA. Lenguaje legal y  lenguaje jurídico. Madrid. 1989, pbgs. 
128 y  SS. 

8 La terminología procede de AL@XY, Robert Teorie der Grun- 
drechrc. Frankfurt 8. M.. 1986. pa4gs. 171 y  SS, 

9 Por “reglas de reserva de ley reforzada” entiendo aquellas 
reglas constitucionales que integran el dominio legal en virtud de 
la referencia efectuada por el a-t. 60 N’ 2 C. Pol.. en las que la 
“exigencia” de regulacih legal de una materia tiene una función 
especificamente garantfstica Un criterio bastante seguro de recono- 
cimiento de estas reglas se encuentra en la pmbibici6n de delega- 
cidn de la potestad legislativa (art. 61 inciso segundo C. Pol.). El 
alcance del dominio legal consagrado por el BR. 60 C. Pol.. como 
reserva de ley en sentido estricto. es incierto. Desde luego, tal 

Esta distinción es crucial para admitir la pertinen- 
cia del criterio de distribuci6n de competencias, como 
criterio de solución de un conflicto entre normas esta- 
blecidas en ejercicio de la competencia asignada por 
las reglas en cuestión. Pues, como se comprenderá, 
solo hay distribución de competencia entre dos órga- 
nos -en el sentido estricto de este concepto- cuando 
al menos respecto de uno de ellos existe atribución de 
competencia con efecto exclusivo. 

La determinación del efecto exclusivo o conclusi- 
vo de una regla de competencia es una cuestión inter- 
pretativa, es decir, que debe resolverse mediante una 
decisi6n cuya justificación es un problema distinto de 
la antinomia que se pretende resolver. Su análisis co- 
rresponde a la teoria de la interpretación constitucio- 
nal. 

Desde el punto de vista de los criterios de validez 
asociados a la distribución de competencia, esta puede 
ser orgánica o procedimental. En el primer caso, el 
ámbito de competencia es atribuido a un determinado 
órgano del Estado. Este es el criterio de validez usual- 
mente asociado a la distribución de competencia. En 
el segundo caso, un mismo órgano es competente para 
regular distintos ámbitos materiales, sujetándose a 
distintos procedimientos según cada ámbito. Este es, 
por ejemplo, el caso de las leyes orgánicas constitu- 
cionales, de quórum calificado y ordinarias, como re- 
gulaciones de distintos ámbitos materiales de compe- 
tencia de la potestad legislativalo. 

Esta distinción tiene importancia para la determi- 
nación de la consecuencia jurfdica asociada a la solu- 
ción de una antinomia por aplicaci6n del criterio de 
disMxb6n de Za competencia. Tratándose de una re- 
gla de distribución procedimental de competencia, su 
infracción puede acarrear como consecuencia no ya la 
invalidaci6n del acto -que es lo corriente- sino su 
convalidación. Esto, para el caso excepcional que el 
procedimiento efectivamente seguido haya cumplido 
con todas las exigencias del procedimiento que hubie- 
ra correspondido seguir. Tal sería, por ejemplo, como 
el caso de un precepto legal ordinario aprobado bajo 
exigencias de quórum calificado. 

sentido no se desprende del encabezamiento del propio art. 60. 
sino de otras disposiciones que así lo darla” a entender (arts. 32 No 
8, 51 N” 1 inciso segundo, 61 inciso primero. 82 N” 12 C. Pol.). 
Pero, por otra parte. pueslo que la Constitución confiere potestades 
normativas concurrentes con la potestad legislativa. como la potes- 
tad reglamentaria de ejecución. el cathgo de materias de ley del 
art. 60 no puede ser entendido en rigor como una regla de distribu- 
cibn de competencia con efecto exclusivo en toda su extensión. 

Io Un importante sector de la doctrina cspailola distingue entre 
ambas formas de distribuci6n de competencia. restringiendo el 
concepto de distribución de la competencia a la distribución org&- 
nica y  considerando la distribucidn procedimental como el presu- 
puesto de otro criterio de solucidn de conflictos de normas. al que 
denomina “principio del procedimiento”. No obstante, en tanto la 
aplicacibn de reglas especiales de procedimiento venga determina- 
da por la materia de regulaci6n. no parece necesario considerar 
una y  otra forma de consagración de la distribucibn de competen- 
cias como criterios diversos de solucibn de antinomias. 
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6. LA SOLUCIbN DE ANTINOMIAS DE PRIMER ORDEN 

SEGÚN EL PRINCIPIO DE LA DISTRIBUCIÓN DE 

COMPETENCIA. 

6.1. El caso simple. 

El caso simple es aquel en que los ámbitos de 
competencia de dos órganos o de dos procedimientos 
obedecen a un mismo criterio delimitador, conforme 
al cual el ámbito que no pertenece a uno pertenece al 
otro. En este caso se trata de una regla de competen- 
cia que tiene un efecto exclusivo recfproco respecto 
de los dos órganos o procedimientos. 

Por supuesto, esto no significa que ambos ámbitos 
de competencia se encuentren definidos en una misma 
disposición. Dos disposiciones forman también una 
misma regla de distribución de competencia, cuando 
se encuentran coordinadas recfprocamente. Tampoco 
significa que las potestades, cuyos ámbitos de compe- 
tencia se encuentran recfprocamente coordinados, no 
puedan encontrarse en conflicto con otras potestades. 
La coordinaci6n recfproca es por definición una coor- 
dinación relativa. 

La constatación de un efecto exclusivo reciproco 
ni siquiera implica que el sentido o alcance del crite- 
rio de distribución sea inequívoco o no necesitado de 
interpretación. Basta con que la alternativa uno-u-otro 
se estructure sobre un mismo eje delimitador. En otras 
palabras, puede ser incierto a cuál órgano o procedi- 
miento corresponde un determinado ámbito, con tal 
que sea cierto que si corresponde a uno no correspon- 
de al otro. Este es el caso, por ejemplo, de la regula- 
ción de las potestades legislativa y reglamentaria au- 
tónomas en la Constitución de 1980 (arts. 32 No 8 y 
60 C. Pol.): la segunda tiene su ámbito de competen- 
cia en todas las materias de regulaci6n que no estén 
comprendidas en el ámbito de competencia de la pri- 
mera. Lo mismo cabe decir de la delimitación entre el 
ámbito de competencia de la potestad legislativa en 
cuanto a leyes organicas constitucionales y leyes ordi- 
narias, o leyes de quórum calificado y leyes ordina- 
rias. 

Desde un punto de vista estrictamente analhico, 
por lo tanto, en caso de conflicto entre normas esta- 
blecidas en ejercicio de potestades, cuyos ámbitos de 
competencia se encuentran recfprocamente coordina- 
dos en términos exclusivos, nunca es aplicable el 
principio de la jerarqufa. En virtud de esta coordina- 
ción recfprocamente exclusiva, por regla general una 
de las dos normas en conflicto debe ser invalidada, y, 
excepcionalmente, la norma establecida, satisfaciendo 
innecesariamente requisitos procedimentales más exi- 
gentes, puede ser convalidada bajo criterios menos 
exigentes”. 

I’ Vid supra. 5-b. Trathdose de un conflicto entre una norma 
de ley reforzada y una norma de ley ordinaria, a consecuencia de 
la convalidacih de la primera la antinomia pasa a ser indiscutible- 
mente un conflicto entre normas de igual rango jerhquico. 

No obstante, es factible que esta imposibilidad 
analitica sea una realidad práctica, si el sistema jurídi- 
co fracasa en la implementaci6n institucional del prin- 
cipio de distribución de competencias como regla de 
solución de conflictos (vid infrn, 7-d). 

6.2. Los CLISOS complejos. 

Los casos complejos son aquellos en los que cada 
norma en conflicto ha sido establecida en virtud de 
distintas reglas de distribución de competencia, no co- 
ordinadas recfprocamente con efecto exclusivo. En es- 
tos casos, tanto la procedencia del principio de la dis- 
tribución de competencia, como el resultado de su 
aplicación, dependen de la solución que se dé a la 
cuestión planteada por la relación entre ambas reglas 
de distribución de competencia, ya sea como una anti- 
nomia de primer orden o una cuestión de interpreta- 
ción. 

Los casos complejos admiten al menos hes variantes. 

a. Primera variante. 

La primera variante puede graficarse del siguiente 
modo: 

I 1 I I 

Donde: 

“RCl”, “RC2” = Reglas de distribución de compe- 
tencia en conflicto o necesitadas 
de correlación. 

“N 1”. “N2” = Normas en conflicto. 

En esta primera variante, las dos reglas de distri- 
bución de competencia no coordinadas recfprocamen- 
te (RCl, RC2) ostentan un mismo rango jerárquico. 
Para resolver el conflicto existente entre las normas 
(Nl, N2), es necesario clarificar primero si las respec- 
tivas reglas de distribución de competencia tienen 
efecto conclusivo 0 exclusivo. 

(aa) Tratandose de dos reglas con efecto meramente 
conclusivo, hay competencias concurrentes, ya 
que solo una regla con efecto exclusivo puede 
pretender preferencia sobre la otra a titulo de es- 
pecialidad. Asumido el carkter concurrente de 
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ambas potestades, y por lo mismo, excluida la 
aplicación del principio de distribución de compe- 
tencia como criterio de solución de la antinomia, 
son aplicables los tres criterios usuales de solución 
de antinomias jurfdicas: el principio de la jerarqufa, 
el principio de la temporalidad y el principio de la 
especialidad. En lo que respecta al examen del cri- 
terio de la jerarqufa -de cuyo resultado depende la 
pertinencia del criterio de la temporalidad-, es posi- 
ble que el contexto constitucional ponga al interpre- 
te en la necesidad de postular alguna relación de 
jerarquía entre las normas establecidas en ejercicio 
de una y otra potestades concurrentes. Esta asigna- 
ción de jerarqufa puede por cierto apoyarse en las 
prácticas de la comunidad, pero también es razona- 
ble exigir que la fundamentación de la superioridad 
jekquica tome en consideración principios mate- 
riales institucionalizados, como el principio demo- 
cmtico, favoreciendo con ello las reglas estableci- 
das por el órgano de generación democrfrtica más 
directa y universal y/o de integración más plural. 
Este último es, por ejemplo, el caso de las relacio- 
nes entre la ley y el reglamento de ejecución. 

(bb) Si una regla de competencia tiene efecto conclu- 
sivo y la otra efecto exclusivo, el conflicto debe 
resolverse en favor de la segunda, siempre y 
cuando pueda vincularse su preferencia al princi- 
pio de la especialidad, es decir, siempre y cuando 
pueda establecerse una relación del tipo genero- 
especie entre el ámbito de competencia conclusi- 
vo y el &mbito de competencia exclusivo, respec- 
tivamente. Este seria el caso, por ejemplo, de la 
regulación de la organización y el funcionamien- 
to del Consejo de Seguridad Nacional, ámbito de 
competencia asignado por el Art. 96 inciso final 
C. Pol. a la potestad normativa autónoma del pro- 
pio Consejo con un efecto exclusivo, frente a 
cualquier posible interpretación amplia de las re- 
glas sobre el dominio legal que pudieran aplicar- 
se a esta materia de regulación (Arts. 60 N” 14, 
18 o 20 y 62 N” 2). En aquellos casos en que por 
cualquiera razón no fuera posible concebir el am- 
bito exclusivo como especial frente al ámbito 
conclusivo, la preferencia del ámbito exclusivo 
depende de su compatibilidad en algún grado re- 
levante con el principio de la conservación. En 
otras palabras, la preferencia del ámbito exclusi- 
vo será válida en la medida en que deje al kmbito 
conclusivo alguna esfera relevante de competen- 
cia de ejercicio válido. no cubierto por el ámbito 
de competencia exclusivo. En caso contrario, la 
antinomia de reglas de distribución de competen- 
cia puede -y debe’*- ser resuelta en favor de 

l2 En casos de conflicto entre reglas constitucionales de distri- 
bución de competencia. debe considerarse como prácticamente in- 
admisible la situación de invalidacibn reclproca que origina una 
laguna legal, debido a que se tratarla de una laguna de integración 
prohibida en virtud del principio de la legalidad de la competencia 
de los 6rganos públicos (Art. 7’C. Pol.). 

cualquiera de ellas, con prescindencia de la con- 
clusividad o exclusividad del efecto de dichas re- 
glas. Los criterios de solución de semejante anti- 
nomia abarcan todo el espectro de los principios 
constitucionales fundamentales -preferentemente 
el principio de la democracia-, incluyendo la 
apelación a las prácticas de la comunidad. Lo di- 
cho se entiende, naturalmente, sin perjuicio de la 
incidencia que pudiera tener en cada una de las 
constelaciones de casos antes expuestas, la apli- 
cación del criterio de la temporalidad, ya sea re- 
forzando o bien contrarrestando la preferencia en 
favor de la regla de distribución de competencia 
con efecto exclusivo. 

(CC) Si las dos reglas de competencia tienen un efecto 
exclusivo, es decir, si ambas evidencian la pre- 
tensión de asignar la potestad de regular una de- 
terminada materia a un determinado órgano con 
exclusión de cualquier otro, se tiene un caso es- 
pecialmente diffcil de antinomia de primer grado, 
susceptible de soluci6n ya por aplicación del 
principio de la temporalidad, del principio de la 
especialidad, o, finalmente, de los principios 
constitucionales fundamentales -preferentemente 
el principio de la democracia- junto con la invo- 
cación de las prácticas de la comunidad. Cuando 
se trata de un conflicto de reglas constitucionales 
de competencia debe atenderse al principio de la 
conservación, conforme al cual la solucibn ópti- 
ma a este conflicto consiste en la postulación por 
vía interpretativa de una coordinación recfproca 
entre las dos reglas de competencia en conflicto. 

b. Segunda variante. 

La segunda variante puede graficarse asf: 

RCl 

7 c Nl 

Donde: 

“RCI”, “R(-.2”, “Nl”, I I  N2” = tiene el mismo signifi- 
cado que en el caso 
anterior. 
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En la segunda variante, las reglas de distribución 
de competencia en conflicto o necesitadas de coordi- 
nación no tienen el mismo rango jerárquico. Este es el 
caso, por ejemplo, de cualquier disposición legal que 
otorgue atribuciones de reglamentación complementa- 
ria a un órgano de la administración pública, frente a 
la norma constitucional que otorga al Presidente de la 
República la potestad normativa reglamentaria (art. 
32 N” 8 C. Pol.). 

Aunque la doctrina admite la posibilidad de una 
antinomia de segundo orden entre el principio de la 
jerarquía y el principio de la especialidad cuya solu- 
ción es inciertat3, en materia de distribución de com- 
petencias normativas lo más razonable es dar priori- 
dad al principio de la jerarquia, ya que aquí se 
encuentra comprometida de un modo particularmente 
intenso la coherencia del sistema jurfdico en su senti- 
do dinámico. No obstante, la preferencia en favor del 
principio de la jerarquía puede hacerse efectiva de dos 
modos diversos, según cual sea la naturaleza del con- 
flicto entre las reglas de distribución de competencia, 
es decir, si la regla de distribución de competencia de 
rango superior tiene efecto exclusivo 0 puramente 
conclusivo. 

Si la regla de competencia de rango superior 
(RCl) tiene efecto exclusivo, debe considerarse inva- 
lidable la regla de competencia de rango inferior 
(RC2), y en su virtud, la norma dictada en conformi- 
dad a ella (N2). En este caso, la aplicación del princi- 
pio de jerarqufa soluciona directamente el conflicto 
entre las reglas de competencia. 

Si, en cambio, la regla de competencia de rango 
superior tiene efecto conclusivo, la solución mas ra- 
zonable es transferir la diferencia jerárquica que exis- 
te entre las reglas de competencia a las normas en 
conflicto. En este caso, la aplicación del principio de 
jerarquía soluciona el conflicto entre las normas esta- 
blecidas en aplicación de las reglas de competencia. 
Esta es, me parece, la solución correcta al caso antes 
planteado como ejemplo: postular que todas las nor- 
mas establecidas por el 6rgano de rango legal son de 
rango jerárquico inferior a las normas establecidas por 
un órgano de rango constituciona114. 

l3 Asl. BOBBIO. Norberto Teoría General del Derecho, Bogotá, 
1987. p&s. 204-205. 

l4 Esta tesis pareciera encontrar un importante punto de apoyo 
institucional en el Art. 5” inciso primero C. Pol. Conforme a esta 
disposici6n. solo puede decirse de las autoridades que la Constitu- 
ción establece que realizan cl ejercicio de la soberanía al actuar 
válidamente. Luego, en la medida que el ejercicio de una compe- 
tencia normativa atribuida par la Constitución es ejercicio de sobe- 
rania. y que el ejercicio de una competencia normativa atribuida 
por ley no lo es. puede justificarse la postulación de una relacibn 
jerkquica entre las normas establecidas en ejercicio de una y otra 
competencia. Agradezco a la Profesora Luz Bulnes cl haberme Ila- 
mado la atenci6n sobre este argumento. 

c. Tercera variante. 

La tercera variante se puede graficar así: 

RCl 

L 
Donde: 

“RCI” = Regla de competencia. 
“RC2a”. “RC2b” = Disposiciones de distinto ran- 

go (rango “a” y rango “b”) que 
conforman una misma regla de 
competencia (“RC2”), en con- 
flicto con RCl, o necesitada 
de coordinación con ella. 

“Nl. “N2” = Normas en conflicto. 

La tercera variante corresponde al caso en que el 
rango jerárquico de al menos una de las reglas de 
distribución de competencia en conflicto no se en- 
cuentra claramente definido, porque la regla esta 
compuesta por disposiciones de distinto rango. Es 
precisamente esta circunstancia la que hace que el 
caso no corresponda a la primera variante (igual ran- 
go jerárquico) ni a la segunda (distinto rango jerár- 
quico). 

Esta variante es la que corresponde a la mayoría 
de los casos de consagración de potestades normativas 
de ejercicio autónomo por parte de la Constitución de 
1980. El ámbito material de competencia de las potes- 
tades normativas del Banco Central, de los Tribunales 
Superiores de Justicia, del Tribunal Constitucional o 
del Consejo Nacional de Televisión, no se encuentra 
definido de modo más o menos preciso por las dispo- 
siciones constitucionales respectivas, sino que estas 
se remiten para ello a disposiciones legales orgánico- 
constitucionales (en el caso de los tres primeros órga- 
nos) o de quórum calificado (en el caso del cuarto 
órgano). Se configura entonces -al menos para estos 
efectos- un “bloque de constitucionalidad” formado 
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por disposiciones constitucionales y disposiciones le- 
galests. 

Desde un punto de vista práctico, la solución más 
fácil consiste, sin duda, en considerar al bloque de 
constitucionalidad como de rango enteramente consti- 
tucional y, en consecuencia, someter estos casos a los 
criterios expuestos con ocasión de la primera variante 
de casos complejos de distribución de competencia 
(supra, 6.2.a). A esta raz6n puramente pragmática se 
aflade la consideración de mas peso que en esta situa- 
ción se encuentra comprometida la prerrogativa de de- 
terminación del Legislador, cuyo respeto es una con- 
secuencia elemental del principio democrático. 
Tratándose de un problema de delimitación de compe- 
tencias que la propia Constituci6n ha dejado sin resol- 
ver, y cuya regulación ulterior expresamente ha refe- 
rido a la legislación, lo razonable por parte de los 
órganos de control de la constitucionalidad es recono- 
cer al Legislador una prerrogativa de determinación 
en vez de autoarrogksela. 

No obstante, es claro que la admisibilidad de se- 
mejante consideración tropieza con importantes obs- 
táculos. En primer lugar, esta el que el mandato cons- 
titucional de regulación complementaria por ley 
reforzada no constituye una delegación recepticia o 
delegación, en sentido estricto de la potestad constitu- 
yente. En el marco de la Constitución chilena, es claro 
que los preceptos legales orgánico-constitucionales 0 
de quórum calificado ostentan un rango jekquico in- 
ferior al de las normas constitucionales. Por otra par- 
te, existe el peligro de que se produzca la alteración 
del alcance de algunas reglas constitucionales de dis- 
tribución de competencias -que puede ser bastante in- 
equivoco- en virtud del desarrollo legislativo de otras 
reglas constitucionales de competencia de alcance in- 
cierto. Una transferencia semejante de la indetermina- 
ci6n regulativa no se encuentra cubierta por la prerro- 
gativa de determinación del Legislador. 

De aquf que la única vfa posible sea intentar una 
solución de compromiso que pueda optimizar los pun- 
tos en conflicto. Para ello, es necesario partir de la 
premisa que el problema interpretativo básico -es de- 

I5 El uso de la expresi6n “bloque de constitucionalidad”, para 
designar este especifico complejo de reglas de competencia. puede 
inducir B malentendidos que conviene prevenir. Tal como se ven, 
lo peculiar de este caso complejo es que el bloque formado por una 
regla constitucional y  una regla legal no tiene el mismo rango que 
la regla constitucional con la que se encuentra en conflicto: en 
esticto rigor. el tkmino “bloque de constitucionalidad” designa, 
en cambio, un complejo normativo de rango inequivocamente 
constitucional. Originariamente. la doctrina francesa consideraba 
que las leyes org&nicas constitucionales formaban un “bloque de 
constitucionalidad” en conjunto con la Constitución. Con prxterio- 
ridad. precisamente por haber advertido que la invalidaci6n de la 
ley ordinaria que modifica una ley or&ica no se produce por 
infracción de la ley org&ka sino por infraccibn de la Constitucibn 
(vid, supra, scccián 6.1). la doctrina francesa cncluyú las leyes 
orgánicas del “bloque de constitucionalidad” (vid. FAVOREAU 
Louis (coord.). Droit Constiturionel, Paris, 1998. p&g. 156). Asf, 
pues, al usar la expresi6n en cuestión en este contexto, no se pre- 
tende sostener que las leyes complementarias de la constitución 
tengan en general el mismo rango je&quico que las reglas consti- 
tucionales que complementan. 

cir, la cuestión de si las reglas de distribución de com- 
petencia son de efecto conclusivo o exclusivo debe 
ser resuelto tomando en consideración la primacia je- 
rarquica de las reglas constitucionales. 

Asf, si la regla de distribución de competencia de 
rango enteramente constitucional (RCl) es una regla 
con efecto exclusivo, ella debe primar sobre cualquier 
regla de competencia de rango infraconstitucional in- 
tegrante del bloque de constitucionalidad (RC2b) que 
pretenda tener un efecto exclusivo incompatible, en 
todo el ambito de incompatibilidad. Del mismo modo, 
si la regla de distribución de competencia de rango 
constitucional integrante del bloque de constituciona- 
lidad (RC2a) es una regla con efecto manifiestamente 
conclusivo, no puede ser complementada validamente 
mediante una regla en la posición de RC2b, que pre- 
tenda tener efecto exclusivo respecto de RCl. El úni- 
co caso en que el sentido de RC2b puede ser pertinen- 
te para resolver el problema, es aquel en que haya 
falta de conclusividad de la determinación interpreta- 
tiva del efecto exclusivo de RCl, o bien del efecto 
conclusivo RC2a. Esto significa que, para resolver 
este conflicto, un argumento de peso para una deci- 
sión interpretativa del sentido de RCl o RC2a tiene 
preferencia sobre el sentido literal de RC2b, pero tam- 
bien que tal argumento ha de tener tanto peso, que 
pueda justificar la prevalencia de esta decisión inter- 
pretativa constitucional por sobre la prerrogativa de 
determinación del Legislador. 

Una vez resuelta la cuestión interpretativa básica, 
puede considerarse al bloque de constitucionalidad 
como parte de la regla de competencia constitucional, 
sin distinción de rango jerárquico entre aquella parte 
de la regulación consagrada en el texto constitucional 
y aquella parte consagrada en un texto legal. 

7. PROBLEMAS ULTERIORES. 

El examen anterior conduce a la conclusión que la 
radical innovación introducida por la Constitución de 
1980, al distribuir potestades normativas, fue efectua- 
da de un modo tkcnica y sistemáticamente deficiente, 
por lo que la aplicación del principio de distribución 
de competencias, como criterio de solución de con- 
flicto, entre las normas establecidas en el ejercicio de 
dichas competencias, tropieza con tantos problemas 
que lo hacen escasamente operativo. 

La única situación en que el principio de distribu- 
ción de competencia puede ser operativo es la del su- 
puesto denominado antes como “caso simple” (6.1). 
La mayorfa de los casos de atribución de competen- 
cias normativas a entes aut6nomos en la Constitución 
chilena tiene lugar, por el contrario, bajo el supuesto 
denominado arriba como “tercera variante del caso 
complejo” (6.2.~). que es el marco que menos contri- 
buye a la operatividad del principio como criterio de 
solución de antinomias. Pero incluso tratándose de los 
casos simples previstos en la Constitucibn -potestad 
legislativa VS. potestad reglamentaria autónoma, leyes 
reforzadas VS. ley ordinaria-, el principio de distribu- 
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ción de competencia no es del todo operativo. Pues, 
como resultara obvio, su operatividad en estos casos 
depende también de cuán precisa sea la delimitación 
de los ámbitos materiales de competencia de las po- 
testades recíprocamente coordinadas como exclusivas, 
requisito que la regulación constitucional chilena no 
satisface ni siquiera medianamente. 

Además del problema fundamental de sus condi- 
ciones de operatividad -que ha sido el objeto de análi- 
sis de estas paginas-, la incorporación del principio 
de distribucibn de competencia al ordenamiento jurí- 
dico chileno suscita otros problemas no menos intere- 
santes e intrincados, de los cuales solo puede hacerse 
una breve mención en este lugar. 

a. Un primer problema es el de si la abrogación de 
normas (derogación expresa) se entiende siempre ne- 
cesariamente incluida en el ámbito material de com- 
petencia respecto del cual una regla de competencia 
atribuya la potestad de establecer normas. Considera- 
do este problema bajo el prisma del principio de la 
jerarquía -tal como se lo hace usualmente- la atinna- 
tiva es evidente. Solo puede afirmarse la existencia de 
una relación de jerarquía normativa cuando el órgano 
que establece una norma en calidad de superior jerár- 
quico detenta en forma exclusiva la atribución de 
abrogar dicha norma. En otras palabras, el órgano que 
establece una norma no puede ser considerado como 
jekquicamente superior respecto del órgano que vá- 
lidamente puede abrogar la norma así establecida, con 
independencia de la voluntad del órgano que la esta- 
bleció. Respecto, pues, de todas las constelaciones de 
casos de distribución de competencia en las que puede 
encontrarse comprometido el principio de la jerarqufa, 
cabe afirmar lo anterior sin que haya lugar a dudas. 
Sin embargo, si en algún caso es posible considerar el 
problema desde la perspectiva exclusiva del principio 
de la distribución de competencias, es decir, sin que 
en el caso se encuentre involucrado el principio de la 
jerarqufa, la consideración anterior pierde su eviden- 
cia axiomática y pasa a ser una cuestión contingente, 
esto es, dependiente de la interpretación de las reglas 
de distribución de competencia. Pues es posible que 
estas reglas delimiten un ámbito material especial, 
atendiendo a fines que se ven realizados al aplicar las 
reglas al acto de establecimiento de la norma, pero 
que no se ven realizados -sino incluso contradichos- 
al ser aplicadas las reglas al acto de abrogación de la 
norma. 

Tal es el caso, en nuestro ordenamiento jurídico, 
de la pena de muerte. Las cuestiones de delimitación 
entre los ámbitos materiales de competencia de las 
leyes orgánico-constitucionales y las leyes de quórum 
calificado en relación con el dominio legal común son 
cuestiones respecto de las cuales se encuentra en prin- 
cipio excluido el criterio de la jerarqufa. Conforme a 
la Constitución, el establecimiento de la pena de 
muerte exige un delito contemplado en una ley de 
qu6rum calificado (art. 19 N” 1 inciso tercero). Esta 
reserva tiene un fundamento manifiestamente garan- 
tfstico, en favor del derecho a la vida de los condena- 

dos. La consideración de la derogación de las disposi- 
ciones legales que establecen la pena de muerte, tam- 
bibn como materia de ley de quórum calificado, con- 
tradice el fin garantístico de la regla, transformándola 
en una garantía en favor de la pena de muerte. Inter- 
pretar la garantfa de un derecho como garantía de su 
restricción implica un absurdo que debe ser evitado, 
por razones generales de coherencia y por el mandato 
básico de protección de los derechos fundamentales 
que pesa sobre todos los órganos del Estado. En este 
mismo contexto puede situarse a las normas sobre de- 
litos cometidos a traves de medios de comunicación, 
si es que se demuestra que la exigencia de quórum 
calificado consagrada por la Constituci6n (art. 19 N” 
12 inciso primero) tiene una finalidad garantfstica res- 
pecto de la libertad de expresión. 

b. Un segundo problema es el que presentan los 
mandatos legales de regulación complementaria. Es- 
tos son casos de remisión imperativa de materias de 
regulaci6n que el Legislador hace mediante ley, en 
relación con una materia propia de su ámbito de 
competencia, en favor de la potestad normativa de 
otro órgano. Los casos paradigmáticos en el ordena- 
miento jurfdico chileno son los mandatos legales de 
regulación por reglamentos y de regulación por autos 
acordados. En un marco regulativo caracterizado por 
la distribución de potestades, como lo es el consa- 
grado en la Constitución de 1980, el mandato de re- 
gulación complementaria es doblemente anómalo, ya 
que implica por una parte una abstención del ejerci- 
cio de una potestad normativa del órgano que esta- 
blece el mandato, y por otra, un deber de ejercicio de 
una potestad normativa en virtud de una regla distin- 
ta de la que asigna dicha potestad. En efecto, el man- 
dato de regulación complementaria no es un acto de 
delegación recepticia o delegación en sentido estric- 
to de la potestad normativa en cuyo ejercicio se lo 
establece, sino que es un acto de intervención de un 
órgano en la oportunidad del ejercicio de otra potes- 
tad normativa, previamente asignada al órgano desti- 
natario del mandato. Por las razones anteriores, en 
un marco definido de distribución de competencias, 
el mandato de regulación complementaria debería 
ser considerado como invalido, a menos que existie- 
ra una regla que expresamente lo validara como 
modo de relación normativa entre dos potestades 
normativas diversas. 

En el indefinido marco del ordenamiento jurídico 
chileno, por el contrario, el mandato de regulación 
complementaria puede cumplir válidamente la impor- 
tante función de concreción de la delimitación de los 
distintos ámbitos de competencia. Esto, siempre que 
el mandato cumpla con varios requisitos: (a) que la 
competencia del órgano autor del mandato y la del 
órgano destinatario del mandato sean concurrentes, 
(b) que el mandato tenga lugar en un cuerpo normati- 
vo establecido por el autor del mandato que sirva de 
marco suficiente para el órgano destinatario del man- 
dato, (c) que el mandato no recaiga sobre materias de 
reserva reforzada en favor del brgano autor del man- 
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datota. Cumpliendo con estos requisitos, el mandato 
legal de regulación complementaria puede aceptarse 
como un procedimiento válido de solución conforme 
con la Constitución de una cuestión de demarcación de 
competencias no resuelta expresamente por la Consti- 
tución, dentro del legitimo marco de la prerrogativa de 
decisión que corresponde al Legislador. 

c. Un tercer problema, vinculado al anterior, es el 
de si el grado de universalidad o abstracción de la nor- 
ma es o no “materia de regulación”, para efectos de la 
aplicación del principio de distribución de competen- 
cias o del principio de la jerarquia. Esta es una cuestión 
practica que puede volverse relevante, tratándose de las 
relaciones entre normas establecidas en ejercicio de po- 
testades diversas y que se suponen que guardan entre sí 
la relación existente entre regulación de carácter gene- 
ral y permanente, y regulación de carácter más particu- 
lar y menos permanente, como la que se postula que 
existe entre las asi denominadas “leyes de bases” y los 
reglamentos que las complementen. Esta relación es 
muy semejante a la que existe entre la ley y el regla- 
mento de ejecución dictado en virtud de un mandato 
legal de regulación complementaria. 

La consideraci6n de la diferencia de grado de ge- 
neralidad, como un criterio delimitador de ámbitos de 
competencia, se basa en la consideración de la exten- 
sión de los enunciados normativos, como un criterio 
de delimitación adicional al objeto de regulación, así 
como en la distinción entre reglas esenciales o princi- 
pales y reglas accidentales o secundarias en relación 
con un determinado objeto de regulación. En otras 
palabras, el criterio de identificación y delimitación 
del ámbito de competencia -y con ello, el concepto 
mismo de ámbito de competencia- varia, según si por 
ambito entendemos un ámbito de la vida social -el 
objeto de regulaci6n- o un ámbito de las posibles re- 
glas relativas a ese objeto, según si comparten o no 
determinadas propiedades lógicas o prácticas. 

Si se tiene presente esta diversidad de conceptos, 
entonces resulta plausible que las reglas que atribuyen 
competencias así correlacionadas tengan efectos di- 
versos. Las reglas de competencia en cuestión pueden 
ser interpretables como de efecto exclusivo en lo que 
concierne a las propiedades lógicas o prácticas de las 
reglas y, no obstante, ser asumidas las competencias 
por ellas asignadas como competencias legftimamente 
concurrentes en todo lo que se refiere al objeto de 
regulación compartido. Esto posibilita la aplicación 
parcial del principio de distribución de competencias 
y, en su defecto, la del principio de la jerarquia, como 
criterios de solución de conflictos entre la norma esta- 
blecida en ejercicio de la potestad de regulación gene- 

16 Es esta raz6n, y no una gentrica incompetencia de los Tribu- 
nales Superiores de Justicia, la que hace tan dudosa la validez de la 
regulación de actuaciones pmcesales de las partes por autos acorda- 
dos. En virtud de la garantfa procesal del principio de la legalidad 
(wt. 19 ND 3 inciso quinto C. Pal.), los autos acordados no pueden 
restringir validamente derechos o facultades procesales. 

ral y la norma establecida en ejercicio de la potestad 
de regulación complementaria. 

Tratándose asf de conflictos entre una norma gene- 
ral de una ley de bases y una norma particular de un 
reglamento de complementación, el hecho que se trate 
de potestades, cuyos ámbitos de competencia se en- 
cuentran recfprocamente coordinados en forma exclusi- 
va -desde el punto de vista de las propiedades de las 
normas-, no obsta a la aplicabilidad del principio de la 
jerarquía como criterio de solución de conflictos. El 
carácter recíprocamente exclusivo de ambas competen- 
cias a 10 más puede producir como efecto práctico, en 
este contexto, un reforzamiento de la especialidad de la 
norma particular frente a la norma general, que puede 
tener algún peso en la antinomia de segundo grado que 
se plantee en relación con el principio de la jerarqufa. 

d. Tratándose de reglas de competencia de rango 
constitucional -como lo son todas las que han sido 
analizadas aqui-, la aplicación del principio de distri- 
bución de competencia, como criterio de solución de 
un conflicto de normas, implica plantear la inconstitu- 
cionalidad del acto de establecimiento de una de las 
normas en conflicto. Semejante cuesti6n de constitu- 
cionalidad debe plantearse y resolverse mediante al- 
gún procedimiento de control de constitucionalidad 
-esto es, de ejercicio de la jurisdicción o justicia 
constitucional- autorizado por la propia Constitución. 
En el caso chileno, el control ex pos? de constitucio- 
nalidad de las normas establecidas directamente por 
los órganos colegisladores17 es un control concreto 
que se encuentra radicado exclusivamente en la Corte 
Suprema, ante la cual solo quienes sean parte en algún 
juicio o gestión en tramitación pueden ejercer una ac- 
ción declaratoria de la inaplicabilidad por inconstitu- 
cionalidad de un precepto legal, en ese juicio o ges- 
tiõn. En principio, los restantes tribunales se 
encuentran inhibidos de ejercer el control de constitu- 
cionalidad de la ley, y carecen de la atribución de 
promover de oficio una cuestión de constitucionalidad 
para ser conocida y resuelta por la Corte Suprema. 
Esto significa que, en principio, ningún tribunal chile- 
no, a excepción de la Corte Suprema, se encuentra 
autorizado para resolver un conflicto de normas me- 
diante la aplicación del principio de distribución de 
competencia, cuando la norma, cuya validez se im- 
pugna, es una norma legalis. 

” Esto es. los preceptos fijados en textos autoritatativos estable- 
cidos conforme al procedimiento de formacibn de la ley (leyes en 
sentido estricto, tratados internacionales). Trat.4ndose de “normas de 
rango legal”, hay que considerar como excepci6n el control abstrac- 
to ex posf de constitucionalidad de los Decretos con Fuerza de Ley 
por el Tribunal Constitucional (art. 83 N” 3 C. Pol.). 

l8 La dicho supone asignar efecto práctico al Art. 80 Const. 
Pol. como expresión de una resewa concentrada del control exposl 
de constitucionalidad de la ley en favor de la Corte Suprema. Es 
usual impugnar esta reserva acudiendo a los principios de sujecidn 
directa a la Constitución (art. 6’) y de anulabilidad directa por 
inconstitucionalidad (art. 7”) la objeción se disipa, no obstante, si 
se tiene presente que la reserva del Art. 80 es un principio central 
del arden constitucional dirccro. igualmente vinculante conforme a 
los mismos arts. 6” y 7’ C. Pal. 
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En cierto sentido, lo anterior no constituye nove- 
dad alguna. Desde 1925, todas las cuestiones de in- 
constitucionalidad de la ley se encuentran sometidas 
a este régimen en el ordenamiento juridico chileno, y 
el caso que se comenta en definitiva no es mas que 
un caso especifico de inaplicabilidad de una disposi- 
ción legal por infracción a la Constitución. Sin em- 
bargo, tratándose de un caso de conflicto entre una 
ley reforzada y una ley ordinaria, la consecuencia 
que el sistema jurídico chileno asocia a la inactivi- 
dad de las partes, esto es, la obligación para el tribu- 
nal de aplicar el precepto legal no obstante su con- 
tradicción con la Constitución, es altamente 
problemática. En este caso no se puede producir 
como efecto jurídico-político la prevaiencia de la vo- 
luntad del Legislador -como lo asume el sistema 
chileno de control de constitucionalidad de la ley, en 
una extrema concesión a la prerrogativa de decisión 
de la potestad legislativa-, porque la voluntad del 
Legislador es en este caso contradictoria. En este 
caso, no se trata simplemente de un conflicto entre la 
Constitución y una decisión legislativa, sino prima- 
riamente de dos decisiones legislativas que se en- 
cuentran en conflicto entre si. 

No es extrafío, en consecuencia, que en otros siste- 
mas jurídicos se haya sostenido por razones prácticas 
que los demás órganos jurisdiccionales deben resolver 
la antinomia con prescindencia de la cuestión de cons- 
titucionalidad, postulando la existencia de alguna je- 
rarquía entre las normas en conflicto19. Conforme esta 
postura, salvo por la Corte Suprema, en caso de con- 
flicto entre normas legales aprobadas mediante distin- 
tos procedimientos, los tribunales chilenos deberfan 
reconocer a los preceptos legales orgánico-constitu- 
cionales un rango jerkrquico superior a los demás pre- 
ceptos legales, y a los preceptos legales de quórum 
calificado un rango jerarquice superior a los preceptos 
legales ordinarios. 

Finalmente, cabe plantearse la pregunta por la 
plausibilidad de un programa de concreción jurispru- 
dencia] de la abstracción e indeterminación del marco 
constitucional de distribución de competencias. 
IFrente a una implementación tan rudimentaria de la 
autonomfa de las distintas potestades normativas a ni- 
vel del texto constitucional estatuido, corresponde 
acaso a jueces y juristas profundizar y perfeccionar 
esta innovación constitucional mediante la delimita- 
ción crecientemente precisa de los distintos ámbitos 
de competencia? 

l9 Al respecto. BALAGUER CALLU~N, op. cit. Tomo II. Ma- 
drid, 1992. págs. 65 y  SS.; ITURRALDE SESMA, op. cir.. ptigs. 106 y 
SS; PÉREZ ROYO, Javier Los Fuentes del Derecho, Madrid, 1993, 
págs. 71 y  SS. Esta solucidn. avalada por el Tribunal Constitucional 
cspaftol. es necesaria en estricto rigor solo cuando la ley ordinaria 
en conflicto es ademas lex posrerior. Tratandose de un conflicto en 
que la ley reforzada fuera ler posterior, esta primarla en todo caso 
por convalidación y  aplicación del principio de la temporalidad. 

Por seductor que pueda parecer este programa de 
autoarrogación del proyecto de la Constitución, en mi 
opinión él debe ser resistido, en nombre de la misma 
dogmática y jurisprudencia constitucionales. Un pro- 
grama semejante asume como postulado básico la in- 
terpretación de las reglas de competencia, como re- 
glas prima fu& con efecto exclusivo, necesitadas de 
la correlación que les brindaría la implementación del 
programa. Desde este punto de vista, la existencia de 
competencias concurrentes, y con ello la procedencia 
del principio de la jerarqufa, como criterio de solu- 
ción de conflictos normativos, sería más bien una 
anomalía del sistema. Funcionalmente considerado, 
este programa de concreción jurisdiccional sería una 
compensación de la insuficiencia del texto constitu- 
cional, que negatía la prerrogativa de decisión del Le- 
gislador. Las zonas de incertidumbre constitucional 
pasarfan a constituir mandatos de concreción para el 
órgano encargado del control de constitucionalidad, 
oponibles al Legislador. 

Ambas premisas son, a mi juicio, en lo esencial 
inaceptables. 

La vastedad del ámbito de competencia del Le- 
gislador no es solo consecuencia de la deficiente re- 
dacci6n del art. 60 C. Pol. En un Estado democrático 
de Derecho, lo razonable es que el órgano más plu- 
ralmente representativo de la voluntad popular dis- 
ponga por regla general de un amplio ámbito de 
competencia regulativa, limitado basicamente por el 
respeto a los derechos fundamentales y la satisfac- 
ción de estándares de generalidad y permanencia por 
parte de Las normas que establezca. Por cierto, la 
potestad constituyente puede delimitar el ámbito de 
competencia de la potestad legislativa y transferir 
ciertos ámbitos que en principio serían de su compe- 
tencia a otros órganos del Estado. Pero esta distribu- 
ción de competencias, con efecto exclusivo respecto 
del órgano de integración plural y por elección di- 
recta por antonomasia -el Congres*, es siempre ex- 
cepcional. Por esta raz6n, en un contexto constitu- 
cional tan deficitario como el chileno, debe asumirse 
como principio que en todo el orden de las materias 
de ley, las demas potestades normativas serán prima 
fucie potestades concurrentes con la potestad legisla- 
tiva y jerfirquicamente subordinadas a ella. Esto sig- 
nifica que las respectiva reglas de competencia de- 
ben ser interpretadas como reglas prima fa& con 
efecto conclusivo. 

Esta conclusión pareciera dejarnos en las antf- 
podas de la premisa que le dio lugar. El análisis 
comenzó partiendo de la necesidad de resolver 
previamente la cuestión de la validez de la concu- 
rrencia de competencias, para terminar sostenien- 
do que hay que presumir dicha validez. No hay, 
sin embargo, una contradicción en el planteamien- 
to central. En estas paginas se ha sostenido que 
bajo el imperio de la Constitución de 1980-89 la 
validez de la concurrencia de competencias es 
siempre controvertible, aun en contra de la preten- 
sión normativa de la potestad legislativa. Al mis- 
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mo tiempo, se ha hecho ver que la invocación del prin- 
cipio de la distribución de competencias frente a la le- 
gislación, para controvertir su pretensión normativa, 
debe soportar la carga de la prueba argumentativa. 

No es, por lo tanto que la ley tenga que prevalecer 
siempre y necesariamente como norma jerárquica- 
mente superior, sino que esa posición prevalente debe 
presumirse institucionalmente: in dubio pro lege. 


